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la legislación laboral estadounidense en el caso que provocó la presentación y 

las consultas ministeriales. 
El 27 de febrero de 1996 se celebró en San Francisco, California, el foro 

público solicitado por los ministros, con intervenciones de los trabajadores 
afectados por el cierre de la planta, representantes sindicales de STRM y CWA, 
y sindicalistas de Alemania y Gran Bretaña. También se escuchó el testimonio 
de un profesor de derecho que habló en nombre de Sprint, y de analistas 
académicos. 

En diciembre de 1996 el NLRB (National Labor Reiations Board) de 
Estados Unidos determinó que el cierre de la planta fue motivado por un ánimo 
antisindical de Sprint. Ordenó al empleador volver a contratar a los trabajadores 
afectados, ubicándolos en vacantes en otras divisiones de la compañía, y exigió 
además el pago de retroactivos por salarios perdidos. Sprint apeló la decisión de 
la NLRB y, al cierre de este estudio, el caso estaba pendiente en los tribunales. 

En abril de 1997 el Secretariado publicó su informe especial titulado Plant 
Closing and Labor Rights. El informe revisaba decisiones de los tribunales 
administrativos y las cortes de Estados Unidos, Canadá y México relacionadas 
con cierres de plantas y amenazas de cierre como medio para oponerse a 
intentos de organización sindical por parte de los trabajadores, y llegaba a la 
conclusión de que tales tácticas antisindicales eran comunes en Estados Unidos 
y menos frecuentes en los otros dos países: en Canadá, gracias a una aplicación 
más estricta de la ley y en México debido a diferencias en el sistema de 
organización de sindicatos, el cual raras \ects involucra una "campaña" 
electoral en la que se hagan amenazas de cierre o efectivamente se llegue a los 
cierres. 

4. Sindicato de Pesca (Presentación N° 9601 de la OAN de Estados Unidos) 
En junio de 1996 el InternationalLabor Rights Fund, Human Rights Watchl 

Americasy la Asociación Nacional de Abogados Democráticos presentaron una 
queja ante la OAN estadounidense en nombre del Sindicato Único de 
Trabajadores de la Secretaría de Pesca (SUTSP), que durante mucho tiempo 
había representado a los empleados del ministerio de pesca mexicano. El 
sindicato perdió sus derechos de representación cuando el mencionado minis­
terio fue transformado en el nuevo y ampliado Ministerio del ambiente, los 
recursos naturales y las pesca. 

La denuncia alegaba que el nuevo ministerio y las autoridades laborales 
habían revocado el registro de su sindicato y otorgado el reconocimiento y un 
trato favorable a un sindicato rival. La denuncia también planteaba asuntos 
relacionados con la disposición de la legislación laboral federal que prohibía la 
existencia de más de un sindicato en una entidad gubernamental. Los deman­
dantes citaban esa situación como una violación de la Convención N° 87 de la 
OIT (Organización Internacional del Trabajo) que, conforme a la constitución 
mexicana, es parte de la legislación interna del país. Los demandantes también 
denunciaron que la participación en la (tripartita) "Junta de Conciliación y 
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Arbitraje" de representantes sindicales que podían tener un conflicto de interés 
en decisiones de controversias con otro sindicato constituía una violación del 
requisito del ACL de que los tribunales laborales sean imparciales. 

La OAN estadounidense aceptó la queja para su revisión en agosto de 1996. 
En diciembre de 1996 celebró una audiencia pública en Washington D.C. con 
declaraciones de los representantes de las organizaciones demandantes, repre­
sentantes de los sindicatos y asesores de las organizaciones sindicales conten­
dientes, ciudadanos interesados y representantes del Departamento de Trabajo 
y Asistencia Social mexicano. Como parte de su revisión, la OAN estadouni­
dense también comisionó estudios especiales sobre aplicación de la legislación 
laboral en el sector federal. 

El 27 de enero de 1997 emitió un Informe Público de Revisión que 
recomendaba Consultas Ministeriales sobre doctrinas legales pertinentes en 
México, incluyendo los efectos en la legislación laboral mexicana de las 
disposiciones constitucionales que garantizan la libertad de asociación, "con el 
fin de examinar el efecto de tratados internacionales, tales como la Convención 
N° 87 de la OIT, y de disposiciones constitucionales concernientes a la libertad 
de asociación, sobre la legislación laboral de México, así como la relación entre 
ellos". México aceptó participar en las consultas en marzo de 1997. 

5. Maxi-Switch (Presentación N° 9602 de la OAN estadounidense) 
En un reflejo cabal del caso Sprint, en octubre de 1996 el Communications 

Workers of America (CWA) presentó una queja ante la OAN estadounidense en 
nombre del STRM. La denuncia alegaba que un intento de los trabajadores de 
organizar un sindicato afiliado al STRM en las instalaciones de Maxi-Swith en 
Cananea, Sonora, fue frustrado por un "contrato de protección" colusorio 
entre la compañía y otro sindicato afiliado a la federación sindical dominante. 
Maxi-Switch, un fabricante de teclados para computadoras, es una subsidiaria 
de la corporación Silitek de Taipei, Taiwán. La denuncia alegaba que el 
contrato se hizo sin conocimiento ni consentimiento-de los trabajadores, y que 
la Junta de Conciliación y Arbitraje local le negó inadecuadamente el registro 
al grupo del STRM. 

En diciembre de 1996 la OAN estadounidense fijó una audiencia pública 
en Tucson, Arizona, para el 18 de abril de 1997. Allí se oirían testimonios de 
trabajadores de Maxi-Switch y de representantes de CWA y del STRM. Sin 
embargo, el 15 de abril de 1997 CWA retiró la denuncia a petición del STRM, 
porque las autoridades laborales de México habían tomado medidas para 
resolver el asunto a satisfacción del STRM, incluyendo el otorgamiento del 
registro para el sindicato afiliado al STRM. La audiencia pública se canceló. 

Después de esos acontecimientos el movimiento "Forista" de sindicatos 
independientes mexicanos anunció un plan de gran escala para iniciar campa­
ñas de organización en las áreas de maquiladoras. Como lo dijo uno de los 
dirigentes: "hemos iniciado la pelea contra los "contratos de protección" y los 
"sindicatos blancos" en las maquiladoras" (10). 
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6. Discriminaciones por embaraza en la maquiladora 
El 15 de mayo de 1997 dos grupos estadounidenses de derechos humanos 

y una asociación de abogados mexicanos presentaron una denuncia ante la 
OAN de Estados Unidos alegando "un patrón de discriminación sexual 
generalizado y tolerado por el Estado, contra trabajadoras actuales y probables 
en el sector de maquiladoras a lo largo de la frontera entre Estados Unidos y 
México" (11). La denuncia se refería a una práctica presuntamente habitual de 
exigir una prueba de embarazo a todas las mujeres que soliciten trabajo, negarle 
el empleo a las que resulten positivas en el examen, y presionar a las empleadas 
que queden embarazadas para que dejen sus puestos, todo para evitar la norma 
legal de conceder tres meses de permiso posnatal totalmente pagado. 

Los demandantes sostuvieron que esa práctica de los empleadores y el 
hecho de que las autoridades laborales no la combatan (algunas veces por 
omisión, otras en evidente apoyo ala política discriminatoria de los empleadores) 
viola las obligaciones de México al tenor de las del ACL. La denuncia perseguía 
una revisión de la OAN estadounidense, audiencias públicas en ciudades a lo 
largo de la frontera Estados Unidos-México y la formación de un Comité 
Evaluador de Expertos que informara sobre las prácticas de empleo relaciona­
das con el embarazo en los tres países del ACL (12). Al momento de escribir este 
artículo, la OAN estaba considerando si aceptaba el caso para su revisión. 

Un breve análisis 

Los críticos del Acuerdo de Cooperación Laboral podrían esbozar cual­
quier cantidad de "cartas sociales" idealizadas con normas universales y poderes 
de aplicación raudos y vigorosos, pero el acuerdo fue negociado entre gobiernos 
soberanos, cada uno con sus propias corrientes comerciales, laborales y políticas 
turbulentas y muchas veces encontradas. El resultado es un acuerdo híbrido. 
Preserva la soberanía, pero crea obligaciones mutuas. Establece nuevas entida­
des nacionales y también un Secretariado trinacional. Combina una amplia 
cooperación y programas de consulta con mecanismos de revisión, evaluación 
y solución de controversias. Pero, por encima de todo, promueve el compro­
miso con los derechos y las normas laborales a una escala internacional sin 
precedentes, que involucra a los gobiernos, los sindicatos, las ONGs, el 

(10) Véase Nagel, John: Mexican Labor Groups Calis for Action Following Victory in Maxi-
Switch Campaign, en Bureau of NationalAffairs Labor Report, 28 de abril de 1997, p. A-4. 
(11) Véase U.S. NAO CaseN°9701: "Submission ConcerningPregnancy-BasedSexDiscrimination 
in México 'sMaquiladora Sector ", presentado por Human Rights Watch/Americas, International 
Labor Rights Fund y la Asociación Nacional de Abogados Democráticos, p. 14. 
(12) (Ídem), pp. 37-39. 
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comercio, los académicos y otros actores en un drama nuevo y en pleno 
desarrollo. 

La experiencia institucional 

La experiencia en las estructuras creadas por el ACL refleja un potencial 
latente. En los primeros tres años y medio de funcionamiento del Acuerdo 
únicamente se presentaron siete denuncias. Todas menos una se referían al 
primero de los once Principios sobre organización de sindicatos, y todas menos 
ésa se quedaron en el primer nivel del procedimiento: la revisión de la OAN y 
las consultas ministeriales opcionales. 

Los críticos atacaron al ACL porque no se logró la recontratación de los 
trabajadores despedidos ni el reconocimiento de sindicatos independientes. Sin 
embargo, esa crítica parte de una mala interpretación del poder del Acuerdo. 
Este no puede sustituir a la legislación laboral nacional de los socios del ACL. 
Ninguno de los tres países estaba dispuesto a aceptar que un organismo 
supranacional le dictara soluciones a sus autoridades nacionales. En lugar de 
eso, el ACL crea un nuevo escenario para el examen internacional de las 
cuestiones relativas a la legislación laboral, en la confianza de que con el tiempo 
sus resultados arrojen luces que permitan mejorar el clima de respeto a los 
derechos de los trabajadores. 

Los denuncias sometidas a consideración del ACL han tenido algunos 
resultados visibles y otros que sólo pueden conjeturarse. En los casos de General 
Electric y Honeywell, se reincorporó a algunos trabajadores a sus empleos y esas 
compañías, junto con otras de la región, instruyeron a sus gerentes para que 
eviten colocarlas en situaciones que puedan ocasionar nuevas denuncias en su 
contra (vale decir, que no despidan trabajadores por organizar sindicatos). Esto 
ha llevado a que por lo menos algunas compañías actúen con más cautela a la 
hora de poner a los trabajadores en la mira del-despido. 

En el caso de Sony, abogados del sindicato independiente reconocieron que 
las conferencias públicas y los eventos que rodearon el programa de consulta 
ministerial les brindaron una audiencia internacional que alentó su esfuerzo de 
organización sindical. De modo similar, en alguna medida los trabajadores de 
Sprint han mantenido incentivada su organización sindical ante la evidencia de 
que, además de su junta laboral nacional —la U.S. National Labor Relations 
Board-, cuentan también con el respaldo internacional y con una organización 
a nivel mundial que los mantiene informados sobre los cierres de instalaciones 
y la organización de sindicatos en los tres países. En lo que toca a Maxi-Switch, 
parece claro que la denuncia ante la OAN y la perspectiva de audiencias 
públicas y probables consultas ministeriales contribuyeron a la solución del 
asunto a satisfacción de los sindicatos involucrados. 

Incluso la sola perspectiva de convertirse en un "caso" para el ACL puede 
tener sus efectos. En Canadá, la provincia de Alberta retiró un plan tendiente 
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a privatizar la aplicación de normas laborales después de que los sindicatos de 
esa provincia anunciaron que presentarían una queja según los términos del 
ACL ante las OANs de Estados Unidos y de México. 

También las decisiones adoptadas por las juntas y los tribunales laborales 
han tomado rumbos favorables en algunos de los casos revisados por el ACL. 
En el de Pesca, el sindicato independiente recuperó su registro por orden de un 
tribunal y todavía conserva su personalidad jurídica. En el caso de Sprint, la 
NLRB revocó la sentencia del juez que escuchó los testimonios y decidió en 
favor de la empresa respecto del cierre de la planta. La NLRB concluyó que la 
compañía había cerrado la planta por motivos antisindicales y no por razones 
económicas, y ordenó que se reintegrara a los trabajadores a sus empleos. No 
es dable afirmar que existe una relación de causa y efecto entre el ACL y esas 
decisiones, pero es indudable que la nueva rendición de cuentas internacional 
que demanda el Acuerdo hace parte del contexto. 

A excepción del reciente caso de discriminación por embarazo, no se ha 
iniciado ninguno que involucre a los otros diez Principios. No se ha invocado 
el procedimiento de Evaluación previsto en el Acuerdo ni puesto a prueba el 
mecanismo de Arbitraje. En resumen, sólo se trató una materia (organización 
de sindicatos) en el nivel de revisión o primer nivel, cuando potencialmente hay 
tres (organización, negociación y huelgas) que pueden recibir ese tratamiento 
de primer nivel. Otras cinco materias (trabajo forzado, salario igual, elimina­
ción de la discriminación, compensación a los trabajadores y trabajo migrato­
rio) pueden acceder a dos niveles del tratamiento: Revisión y Evaluación. Otras 
tres (trabajo de menores, salarios mínimos y seguridad y salud) están en 
capacidad de obtener los tres niveles de tratamiento: Revisión, Evaluación y 
Arbitraje. La experiencia evidenciada en apenas una de las veintidós combina­
ciones posibles de asunto y tratamiento no puede servir de base para extraer 
conclusiones sobre el valor del Acuerdo. 

La posible utilización de un Comité Evaluador de Expertos es especialmen­
te interesante. Existen ocho tópicos susceptibles de ser examinados por un 
CEE, cuyo procedimiento es deliberadamente no acusador. Lo puede iniciar 
cualquier gobierno siempre que esté dispuesto a poner a disposición del Comité 
su propio expediente sobre aplicación de la legislación laboral en la materia 
correspondiente. Cabe destacar que la evaluación no está a cargo de funciona­
rios gubernamentales, sino de un panel independiente conformado por exper­
tos de los tres países, que pueden elaborar sus propios análisis comparativos, 
informes y recomendaciones. 

El mecanismo CEE del ACL podría ser un instrumento poderoso para 
promover la aplicación efectiva de la legislación laboral. Los sindicatos, 
empleadores u otros grupos interesados estarían en capacidad de llamar la 
atención de sus gobiernos sobre problemas que ameriten una solicitud minis­
terial de que se integre un CEE. Mediante la colaboración transfronteriza tales 
grupos podrían alentar a todos los gobiernos a formar un CEE en un área 
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reconocida de interés común. Además, solicitar que los casos que involucren el 
trabajo de menores, el salario mínimo o la seguridad e higiene ocupacionales 
avancen del nivel de la Evaluación al de la Solución de Controversias si dos 
gobiernos convienen en llevarlos adelante. Pese a ello, hasta el momento de 
escribir este artículo no se habían presentado casos susceptibles de tratamiento 
en un CEE. 

La solidaridad en el movimiento sindical 

Una consecuencia clave del acuerdo laboral complementario del TLC es un 
incremento sin precedentes del intercambio, la comunicación y la colaboración 
entre los defensores de los derechos laborales y los investigadores del área laboral 
a nivel trinacional. Conforme a los procedimientos inusualmente transfronterizos 
del Acuerdo, las denuncias que involucren prácticas en uno de los países deben 
ser iniciadas en otro país o por otro país. De esa forma los sindicalistas y sus 
aliados se ven obligados a colaborar a través de las fronteras de América del 
Norte para usar el ACL. 

Aún antes del TLC, el sindicato UE (UnitedElectrical Workers) de Estados 
Unidos y el FAT (Frente Auténtico de Trabajo) de México idearon una alianza 
organizativa estratégica. El sindicato International Brotherhood ofTeamsters de 
Estados Unidos y el FAT emprendieron esfuerzos similares sin la formalidad de 
un acuerdo escrito. El CWA {Communications Workers of America) ha desarro­
llado nexos muy estrechos con el STRM (Sindicato de Telefonistas de la 
República Mexicana). 

El ILGWU y el ACTWU (Amalgamated Clothing and Textil Workers 
Union), ahora reunidos en el sindicato UNITE, han llevado adelante progra­
mas conjuntos con sindicatos de México y Canadá. Por ejemplo, en el marco 
de un "plan gemelo" con establecimientos sindicalizados en Eagle Pass, Texas 
y Piedras Negras, Coahuila, el UNITE local colaboró con su contraparte 
mexicana para lograr beneficios contractuales claves en ambas factorías. En una 
escala mayor, el AFL-CIO del estado de Texas formó un "Comité de Solida­
ridad de la Frontera" para trabajar con sindicatos mexicanos en la región 
fronteriza. 

Cabe recordar, por otro lado, cómo funcionó la solidaridad en los casos 
analizados en otro acápite de este trabajo. El UE y el sindicato de Teamsters 
presentaron el primer caso laboral TLC ante la OAN estadounidense en 
nombre de los trabajadores mexicanos envueltos en los intentos de organiza­
ción del FAT. El caso Sony fue presentado por una coalición de cuatro grupos: 
el International Labor Rights Fund con sede en Washington, la Coalition for 
Justice in the Maquiladoras y American Friends Service Committee Maquiladora 
Project con sede en Texas, y la Asociación de Abogados Democráticos de 
México. 

Además, el apoyo fluye en ambas direcciones. El STRM mexicano presentó 
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la denuncia en el caso Sprint en nombre de los trabajadores que estaba 
organizando la CWA en California. En 1995 los organizadores del FAT 
ayudaron a UE a obtener una victoria en una gran planta industrial en 
Milwaukee, Wisconsin, que tiene un elevado componente de trabajadores 
migrantes mexicanos. 

Trabajadores, organizadores sindicales y abogados mexicanos del área 
laboral testificaron en audiencias públicas en Estados Unidos en los casos de 
Honeywelly Sony. Defensores mexicanos, estadounidenses y canadienses de los 
derechos laborales, democráticos y humanos hablaron en foros públicos sobre 
registro de sindicatos organizados por los departamentos del trabajo de EE.UU. 
y México como parte de las consultas del caso Sony. Dirigentes de los sindicatos 
de trabajadores telegráficos de Canadá, Alemania y Gran Bretaña se unieron a 
los sindicalistas mexicanos y estadounidenses en el foro público motivado por 
el caso Sprint conforme a los procedimientos del ACL. 

Todos esos pasos requirieron de una coordinación cuidadosa para labrar 
una posición común. A medida que los involucrados se conocen mejor entre 
ellos, proliferan los contactos. Los sindicalistas y los economistas, abogados y 
otros funcionarios del área laboral de cada país del ACL ahora envían regular­
mente delegados a las convenciones, conferencias y otras actividades de los 
otros países, intercambian información sobre negociaciones, traducen ensayos 
y estudios, y encuentran nuevas formas de unir sus movimientos. Si bien no es 
sólo el acuerdo complementario el que impulsa esas actividades, el ACL crea un 
marco para un trabajo concreto: desarrollar estrategias, redactar presentacio­
nes, planear testimonios, escribir comunicados de prensa, organizar manifes­
taciones, reunirse con funcionarios gubernamentales, participar en el programa 
de actividades de cooperación del Acuerdo y en los eventos que surgen de las 
Consultas Ministeriales. Obviamente, todas esas actividades suponen un 
aprendizaje sobre los otros países y sus movimientos sindicales. 

Más allá del movimiento sindical, durante-los últimos cinco años una 
multitud de ONGs ligadas al tema del trabajo en los tres países han venido 
promoviendo una serie de conferencias, talleres de trabajo, proyectos de 
investigación y otros esfuerzos trinacionales de acercamiento para presionar por 
una dimensión social vigorizada en la integración económica de América del 
Norte. Muy pocos de esos esfuerzos habrían sido, viables fuera del TLC, y el 
ACL brinda una oportunidad concreta para fortalecer el trabajo conjunto. 

A modo de conclusión 

A medida que se acumula experiencia va cambiando la actitud sindical 
hacia el ACL. Los sindicatos canadienses pasaron de una postura de denuncia 
del Acuerdo a considerar, aunque con cautela, hacer uso de él. Los animó el 
ejemplo del caso de Alberta, en el que una declaración de los sindicatos en el 
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sentido de que presentarían una denuncia según los términos del ACL ayudó 
a revertir el plan antisindical de reforma que el gobierno se proponía aplicar. 
Sindicatos canadienses y estadounidenses han discutido la posibilidad de 
presentar una queja que revele el uso de leyes antisindicales en el Sur de los 
Estados Unidos como método para atraer inversiones de Canadá, lo que ha 
traído como consecuencia el cierre de fábricas canadienses sindicalizadas. 
También han considerado la posibilidad de iniciar un caso para poner sobre el 
tapete la doctrina del "reemplazo por huelga" en la legislación laboral estado­
unidense, la cual permite que los empleadores reemplacen permanentemente 
a los trabajadores huelguistas. 

En el caso mexicano, los sindicatos transitaron de una posición de 
indiferencia hacia el ACL a una más receptiva. Un paso importante constituyó 
la iniciativa del Sindicato de Trabajadores Telegráficos Mexicanos de presentar 
una queja para apoyar a los trabajadores de Sprint, en su mayoría mexicanos que 
trabajaban en Estados Unidos. Conforme al ACL, la denuncia fue también un 
factor clave para impugnar el contrato de protección en la fábrica de Maxi-
Switch. Algunos sindicatos mexicanos y estadounidenses están discutiendo 
otras posibles denuncias sujetas a los términos del ACL, entre ellas muy 
probablemente una contra el trato que reciben los trabajadores agrícolas 
migrantes en Estados Unidos. 

En este país los sindicatos continúan criticando los puntos débiles del 
Acuerdo, especialmente la exclusión de asuntos referentes a la sindicalización, 
la negociación y las huelgas, los mecanismos de solución de controversias, y la 
carencia de soluciones ejecutorias bajo el ACL. Al mismo tiempo, se han dado 
cuenta de que resulta un foro muy útil para exponer casos de violaciones de los 
derechos de los trabajadores por parte de corporaciones multinacionales que 
operan en el marco del TLC. Con ello intentan promover una presión popular 
dirigida a detener la ampliación del TLC a Chile y el resto de América Latina, 
a menos que se dote al acuerdo comercial hemisférico de una dimensión social 
más fuerte. 


